CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN “B”

CONSEJERA PONENTE: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Bogotá D.C., veintiséis de octubre de dos mil once.
Radicación: 
15-001-23-31-000-1993-02744-01 (21.248)

Proceso:
ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA

Demandantes: 
MARYI ESPERANZA BOHÓRQUEZ BACCA Y OTROS
Demandada: 
LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación formulado por la parte demandante contra la sentencia del 30 de noviembre de 2000, proferida por la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Descongestión con sede en Bogotá, mediante la cual se resolvió denegar las pretensiones de la demanda.
I. ANTECEDENTES
1.
SÍNTESIS DEL CASO
Se adujo en la demanda (fls. 15 a 37, C-1°) que el señor Wilson Yovanni Dueñas Solano -hijo de Blanca María Solano de Dueñas, hermano de Rosa Berith, Magda Milena, Mery Yaned, Edel Victoria y Sorayda Eliana Dueñas Solano, compañero permanente de Maryi Esperanza Bohórquez Bacca y padre de Carol Biviana y Robinson Giovanni Dueñas Bohórquez- para el año 1990 se dedicaba en Campohermoso -donde estaba radicado con su compañera e hijos- “al negocio del ganado… comprando e incluso transportando semovientes a la ciudad de Bogotá, percibiendo en 1990 ingresos aproximados a $150.000.oo mensuales, los que dedicaba al sostenimiento de su familia y ayudarles a su madre y hermanas” (hecho 6, fl. 19, ib.).

Los accionantes pusieron de presente que el 30 de diciembre de 1990, el señor Wilson Yovanni Dueñas Solano departía con amigos en el establecimiento del señor Idelfonso Contreras, ubicado en el perímetro urbano de Campohermoso y que, cuando se cerraba el local -a las 11 p.m. aproximadamente- y el grupo se disponía a regresar a sus residencias “se escuchó una ráfaga de ametralladora aproximadamente a cuadra y media del lugar, que anunciaba una toma guerrillera de la población que se venía hablando desde hacía algunos días” (hecho 7, ib.).

En la demanda se relatan así los hechos en los que perdieron la vida los señores Wilson Dueñas, Rolfe Gustavo Romero Barrera, Hidinael Melo Vega y Uriel Antonio Novoa: 

 (…) En ese momento los agentes de la policía que se encontraban en el Cuartel, ubicado diagonal el (sic.) establecimiento de Don Idelfonso, en su segundo piso y aproximadamente a cincuenta metros, comenzaron a disparar en forma absolutamente indiscriminada, sin tomar la más mínima precaución y sin determinar si quiera de donde provenían los disparon (sic.). Tan irracional  fue la respuesta de los uniformados que apuntaron directamente sus armas sobre el grupo de jóvenes que estaban en la calle a punto de despedirse, con la creencia completamente errónea de que aquellos hacían parte del grupo subversivo que se pretendía tomar la población, mantando (sic.) en el acto no solo a Wilson Dueñas sino también a Rolfe Gustavo Romero Barrera, Hidinael Melo Vega y Uriel Antonio Novoa, siendo que Wilson era una persona ampliamente conocida en el pueblo, incluso por los mismos uniformados y que no guardaba simpatía por ningún grupo guerrillero o paramilitar, sino que se dedicaba a trabajar honradamente.

(…)
Adicionalmente en la demanda (i) se hace referencia a la prevención que entonces existía entre los uniformados, porque se decía que un grupo de insurgentes se tomaría la población de Campohermoso, en el departamento de Boyacá y (ii) se destaca lo desproporcional de la respuesta de la fuerza pública al hostigamiento insurgente, pues la anunciada toma nunca ocurrió y no se presentaron bajas en la Policía pues las únicas ocurrieron en la población civil. También afirmaron que los uniformados trataron de difundir en la población el rumor sobre la autoría de la guerrilla, tesis que los demandantes descartan por la distancia en que se encontraban los insurgentes y dado que los disparos se hicieron desde el cuartel de policía. 

En la demanda también se advierte que el médico legista no practicó las diligencias de necropsia “alegando falta seguridad para su vida” y que las investigaciones por las muertes de los civiles fueron adelantadas por la Unidad Especial de Fiscalía Regional de Bogotá.
2.
LAS PRETENSIONES

El 16 de diciembre de 1992, -a través de apoderado- los señores Maryi Esperanza Bohórquez Bacca en nombre propio y en representación de los menores Carol Biviana y Robinson Giovanni Dueñas Bohórquez; Blanca María Solano de Dueñas, en nombre propio y en representación de los menores Rosa Berith y Magda Milena Dueñas Solano y Mery Yaned, Edel Victoria y Sorayda Eliana Dueñas Solano, compañera, hijos, madre y hermanas del señor Wilson Yovanni Dueñas Solano, ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Boyacá formularon acción de reparación directa contra la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, pretendiendo que, previo a la declaratoria de responsabilidad patrimonial a cargo de la demandada por la muerte del señor Dueñas Solano, se acceda a disponer el reconocimiento y pago de las siguientes indemnizaciones
:
(…)
SEGUNDA: Condenar a la NACIÓN (Ministerio de Defensa-Policía Nacional) a pagar a cada uno de los demandantes, el equivalente en pesos de las siguientes cantidades de oro fino según su precio internacional certificado por el Banco de la República a la fecha de la ejecutoria de la sentencia de segunda instancia:

1. Para MARYI ESPERANZA BOHORQUEZ, CAROL BIVIANA DUEÑAS BOHORQUEZ, ROBINSON GIOVANNI DUEÑAS BOHORQUEZ Y BLANCA MARIA SOLANO JIMENEZ, mil (1.000) gramos de oro para cada una en su condición de compañera permanente, hijos y madre respectivamente de la víctima.

2. Para MERY YANETH, EDEL VICTORIA, ZORAIDA ELIANA, ROSA BERITH Y MAGDA MILENA DUEÑAS SOLANO, quinientos gramos de oro para cada una, en su condición de hermanas de la víctima.

TERCERA: Condenar a la NACION (Ministerio de Defensa-Policía Nacional), a pagar a favor de MARYI ESPERANZA BOHORQUEZ, CAROL VIVIANA Y ROBINSON GIOVANNI DUEÑAS BOHORQUEZ, los perjuicios materiales sufridos con motivo de la muerte de su compañero y padre WILSON GIOVANNI DUEÑAS SOLANO, según las siguientes bases de liquidación:

1. Un salario de $150.000.oo mensuales o en subsidio el salario mínimo legal vigente el 30 de diciembre de 1990, osea (sic.) la suma de $1.365.50 diarios, más el 25% de prestaciones sociales.

2. La vida probable de la víctima y de la demandante MARYI ESPERANZA BOHORQUEZ, según las tablas de supervivencia para la población colombiana aprobadas por la Superintendencia Bancaria y aceptadas por la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

3. La edad de veinticinco (25) años de los menores CAROL BIVIANA y ROBINSON GIOVANNI DUEÑAS BOHORQUEZ.

4. Actualizada la condena según la variación porcentual del índice de precios al consumidor existente entre el 30 de diciembre de 1990 y el que exista cuando se produzca el fallo de segunda instancia, o el auto que liquide los perjuicios materiales.

5. La fórmula de matemáticas financieras aceptada por el H. Consejo de Estado, teniendo en cuenta además la indemnización debida o consolidad y la futura.

(…)
3.
INTERVENCIÓN PASIVA

La Nación Ministerio de Defensa Policía Nacional se opuso a la declaratoria de responsabilidad impetrada (fls. 58 a 63, ib.). Adujo no constarle que el señor Wilson Yovanni Dueñas Solano murió en las circunstancias referidas en la demanda y alegó el hecho exclusivo de un tercero, en la medida en que lo acontecido tuvo lugar en el ámbito de la incursión de un grupo guerrillero a  la población de Campohermoso, cuya seguridad defendió la institución demandada, como le corresponde.

4.
ALEGATOS

En etapa de alegatos la Nación-Ministerio de Defensa se limitó a advertir que la muerte del señor Wilson Yovanni Dueñas Bolaños no se acreditó eficazmente (fls. 92 y 93, ib.).

Por su parte, la Nación Policía Nacional alegó que el rompimiento en el equilibrio de las cargas públicas, como fundamento de la responsabilidad estatal no resulta aplicable en el sub lite, porque el ataque guerrillero no se dirigió contra un objetivo institucional concreto sino contra toda la población de Campohermoso de manera indiscriminada. Llama la atención sobre la versión rendida por los testigos presenciales, pues la herida que causó la muerte al señor Dueñas Solano presentó orificio de entrada en la espalda por el costado izquierdo y los uniformados se resguardaban en un inmueble ubicado a la derecha del lugar, donde se encontraba la víctima (fls. 130 y 131, ib.).

También la parte accionante intervino para reiterar los planteamientos expuestos en la demanda sobre la responsabilidad de la entidad demandada, por falla presunta en la prestación del servicio en la medida en que, habiéndose anunciado la toma guerrillera, los miembros de la Policía no realizaron las actividades necesarias para impedirla; a la vez que invocó la aplicación del principio iura novit curia, para que, en caso de no hallarse acreditada la falla, se condene con base en el daño especial, título este de imputación considerado en la jurisprudencia de la Sección en caso de enfrentamientos armados, cuando no se tiene certeza sobre la responsabilidad directa en los hechos (fls. 132 a 137, ib.).

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
Mediante sentencia del 30 de noviembre de 2000, la Sección Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo de Descongestión con sede en Bogotá resolvió negar las pretensiones de la demanda (fls. 142 a 157, C-7°). Para el efecto consideró (i) que no se demostró que la muerte del señor Wilson Yovanni Dueñas Solano fuera causada directamente por los agentes de policía que repelieron el ataque guerrillero y (ii) que el grupo insurgente causante del enfrentamiento, en el cual resultó muerto el compañero, padre, hijo y hermano de los demandantes, dirigió el ataque contra la población civil de manera indiscriminada, circunstancia que impide, a la luz de la línea jurisprudencial sobre el hecho de terceros en el ámbito del conflicto armado, aplicar al caso en estudio la teoría del daño especial, por rompimiento en el equilibrio de las cargas públicas. 

III. RECURSO DE APELACIÓN

La parte demandante recurre en apelación la decisión antes reseñada, para que se revoque y, en su lugar, se acceda a las pretensiones de la demanda (fls. 162 y 170 a 176 ib.).

En síntesis la parte impugnante argumenta que, contrario a lo concluido en la sentencia de primera instancia, de las pruebas testimoniales obrantes en el proceso se desprende con toda claridad que el ataque subversivo iba dirigido contra el cuartel de la policía, sitio cerca al cual se encontraba el grupo de civiles que resultó baleado, situación que abre paso a la aplicación del régimen de daño especial, por rompimiento del equilibrio de las cargas públicas. 

Adicionalmente, los demandantes reiteran los planteamientos expuestos en primera instancia en el sentido de que los agentes de Policía no tomaron las medidas para prevenir la anunciada toma guerrillera y proteger a la población, tales como realizar patrullajes, sino que optaron por resguardarse en la estación y de allí disparar, indiscriminadamente, contra civiles indefensos. Esto último dada la infundada creencia de que las víctimas y quienes en el momento de los hechos departían con ellas, auxiliaban a los insurgentes.

IV. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. COMPETENCIA
Esta Corporación es competente para conocer del presente asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia que negó las pretensiones, dado que la cuantía de la demanda alcanza la exigida en vigencia del Decreto 597 de 1988
, para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de segunda instancia.
2. PROBLEMA JURÍDICO

Corresponde a la Sala resolver el recurso de apelación instaurado por la parte demandante contra la sentencia que niega sus pretensiones, fundada en que el Estado no es responsable del hecho que se le imputa; dado que el ataque no se dirigió contra un objetivo institucional sino contra la población civil; comoquiera que la actora insiste en que el objetivo insurgente fue la estación de Policía y que los efectivos no fueron diligentes en la prevención de la toma, sino que optaron por resguardarse en la estación de policía del lugar y desde allí disparar, entre otras personas, contra el señor Wilson Dueñas a quien le causaron la muerte.
Debe en consecuencia la Sala determinar si los daños que los actores alegan les fueron causados por los agentes estatales en el ámbito de la represión de una toma subversiva porque, de ser ello así, resulta del caso precisar si las medidas adoptadas por la Policía para contrarrestar la acción delictiva se acompasa con la obligación estatal de proteger a la población civil, en el marco del conflicto armado.

3. EL DAÑO QUE LOS ACCIONANTES NO TENÍAN QUE SOPORTAR
Los registros civiles aportados a la demanda demuestran que la demandante Blanca María Solano fue madre del señor Wilson Yovanni y que también lo es de las accionantes Rosa Berith, Magda Milena, Mery Yaned, Edel Victoria y Sorayda Eliana Dueñas Solano; también acreditan que los menores Carol Biviana y Robinson Giovanni Dueñas Bohórquez fueron procreados por el señor Dueñas Solano [fls. 5, 7, 8 y 10 a 14, C-1°].

Además, la prueba testimonial allegada al proceso no deja dudas de que el occiso Wilson Yovanni Dueñas Solano y la demandante Maryi Esperanza Bohórquez Bacca sostuvieron una relación -estable y reconocida por la vecindad- que perduró hasta la muerte del primero, la que se refuerza con los registros civiles de los hijos de ésta -Carol Biviana y Robinson Giovanni Dueñas Bohórquez- que lo fueron del primero  [fls. 76 a 78, 82 a 84, 93 a 100 y 102 a 105, C-2°].

También los testimonios dan cuenta de que, cuando ocurrió su deceso, el señor Wilson Yovanni Dueñas Solano se dedicaba a la ganadería y devengaba entre $100.000 y $150.000 mensuales, dinero con el cual sostenía a su compañera e hijos y le colaboraba a su madre y hermanas.

Del registro civil de defunción abierto a nombre de Wilson Yovanni Dueñas Solano, se desprende que el referido falleció -de manera violenta con arma de fuego- en el municipio de Campohermoso [Boyacá] el 30 de diciembre de 1990 [fl. 73, C-1°]; particularmente el acta de levantamiento -realizada al día siguiente- da cuenta de la presencia de un impacto de bala en el cadáver [fl. 51, C-1°].

Se conoce, porque lo refiere el proceso penal adelantado en razón del fallecimiento del señor Wilson Yovanni Dueñas Solano -entre otras personas- que la diligencia de necropsia no se realizó, porque la situación de orden público reinante en la zona de Campohermoso impidió la exhumación del cadáver [providencia del 3 de enero de 1991 proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Campohermoso y respuesta del 19 de abril de 1992 rendida mediante oficio 0741 librado por la Unidad Investigativa de Orden Público de Tunja].
En este sentido, cabe concluir que los demandantes no tienen el deber jurídico de soportar los perjuicios que la muerte del señor Wilson Yovanni Dueñas Solano les causó y que si se llegare a demostrar la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, a la luz del art. 90 constitucional en cuanto niega las pretensiones, la decisión del a quo tendrá que revocarse.

4. IMPUTACIÓN
Por las declaraciones rendidas en el presente juicio
 y en los procesos adelantados por los mismos hechos
, trasladadas al sub júdice, así como por los informes policiales rendidos ante las diferentes actuaciones e instancias adelantadas al respecto
, se conoce que el 30 de diciembre de 1990 a eso de las 11 p.m., en la población de Campohermoso [Boyacá] tuvo lugar un ataque armado que duró hasta el amanecer del día 31 siguiente, protagonizado por grupos insurgentes [cuadernos 4 a 6]
.
Todos los informes y declaraciones dan cuenta de que el señor Wilson Yovanni Dueñas Solano resultó muerto el día y hora de la acción subversiva, en medio del cruce de disparos, sin que se conozca de dónde provino aquel que terminó con su vida. Lo único cierto es que la víctima entonces compartía con amigos, algunos de los cuales también murieron, a la salida de una taberna cercana al puesto de Policía y que salían del establecimiento exactamente al inicio de los hechos
.

Se tienen, además, declaraciones rendidas por la mayoría de los agentes de policía que resistieron el ataque subversivo en el marco de las investigaciones disciplinarias adelantadas en razón del mismo, concretamente por la destrucción de objetivos institucionales y de inmuebles de propiedad particular, utilizados por los agentes oficiales como puntos estratégicos para repeler el ataque, testimonios que, sobre los hechos ocurridos al anochecer del 30 de diciembre de 1990 y al amanecer del día siguiente, afirman de manera que cabe destacar
:

“(…) Aproximadamente hacia tres meses fueron dados de baja el Comandante que se encontraba en ese entonces CS. CORREDOR PULIDO PARMENIO y el Ag. ROJAS en un costado del parque, acción realizada por subversivos y el mismo día aproximadamente a dos kilómetros por la carretera que de Campohermoso conduce a Paez fue volada la patrulla que venía de refuerzo en la cual resultó muerto otro Agente y varios heridos (…) por lo que se hace suponer que estaban cerca y se previa (sic.) la toma de la población” -Marco Fidel Bazurto Vargas [fl. 6, C-4°]-.
“(…) la guerrilla se había tomado el pueblo y en esos momentos lanzaban granadas contra las instalaciones del Palacio Municipal donde se encontraba instalada la Subestación (…) procedieron a lanzar roquets contra el Cuartel fue donde resulto (sic.) una casa completamente destruida que se encontraba pegada del Palacio Municipal y desde esos lados lansaban (sic.) granadas incendiarias lo que probocó (sic.) el incendio de un alojamiento donde dormía el Personal… La única vivienda que fue derribada fue la que se encontraba pegada al Palacio Municipal” -agente Luis Carlos Enciso González [fls. 95 y 96, C-4°]-.

“(…) [Preguntado sobre las medidas adoptadas antes de la toma] Patrullajes Urbanos con personal no menor de 10 unidades sin salir del perímetro Urbano y la inteligencia desplegada en el sector se insistía en la seguridad de las Instalaciones, armamento y personal seguridad con el armamento (…) procedimos a tomarnos los sitios privilegiados para contrarrestar el ataque y uno de los sitios que teníamos en el plan de defensa de la Población era la Casa del señor PEDRO PABLO FORERO CARO, por la visivilidad (sic.) y seguridad que posee el sitio sobre el resto del Pueblo (…) No fue la única y varias casas circunvecinas al Cuartel también resultaron averiadas (…)” -agente Nairo Hernán Berdugo Díaz [fls. 98 a 101, ib.]-.
“(…) la coordinadora guerrillera se tomó la población de Campohermoso en forma violenta atacando las instalaciones Policiales, Alcaldía, Juzgados u casa vecinas (…) El día anterior recibimos información de que posiblemente la población se la tomaban para el día 31 de diciembre de 1990 y con los Poligramas recibidos de los diferentes comando, se habían hecho las alarmas y el personal se encontraba completamente preparado con el plan de defensa de instalaciones para cualquier toma guerrillera (…)” –agente Luis Enrique Ochoa Atuesta [fl. 102, ib.]-.

“(…) posteriormente como a las dos horas se escuchó la primer explosión la cual destruyó en su totalidad una de las casas donde vivían algunos Agentes (…) también se destruyó parte del cuartel (…) procediendo nuevamente a reiniciar el ataque con bazucas morteros bombas de dinamita y a incendiar con gasolina las instalaciones o lo que quedaba de las instalaciones no solo las de el (sic.) Cuartel sino las casas donde se encontraban ubicados los Agentes (…) [a la pregunta de los puntos ocupados por la Policía durante la toma] La alcaldía Oficina, la taberna los casiques, la casa del señor PEDRO PABLO FORERO(…)” -cabo segundo Marco Fidel Bazurdo Vargas [fls. 110 y 111, ib.]-.

“(…) el ataque duró aproximadamente 8 horas, en el cual como resultado quedó destruido el Cuartel de la Policía, Palacio Municipal y algunas casas cercanas a los lugares anteriormente mencionados (…) Como lugares de facción están: La guardia donde se hacían las veces de radio operador, Centinela Uno en la entrada principal del Palacio de Municipal, Centinela Dos en la parte trasera de los Juzgados en el segundo piso. Los refuerzos se prestaban en los puestos de los centinelas Uno y Dos anteriormente mencionado (…)” -agente Miguel Antonio Casallas LLanos [fl. 113, ib.]-.

“(…) Se tenía conocimiento por medio de Poligramas, circulares de una posible toma motivo por el cual el señor Comandante de la Subestación había alertado al personal y lo concientizó de que podíamos ser objeto de una toma, por lo tanto de inmediato se precedió a realizar patrullajes en el perímetro urbano, reforzando los puestos críticos y efectuado planes de defensa (…)” -agente Miguel Antonio Casallas Llanos [fl. 118, ib.]-.

“(…) se prestaban los turnos de servicio con todas las medidas del caso de acuerdo a lo ordenando por el Comando del Distrito a las 20:00 horas, llegó una información que habían tumbado un puente entre Páez y esta localidad se tomaron medidas de seguridad a partir del momento porque ya había información de grupos guerrilleros en la zona y se presumía una posible toma (…)  Había un alojamiento alterno cerca de la casa del antes mencionado [Pedro Pablo Forero Caro] al versen (sic.) acorralados los compañeros y la puerta de esa casa estaba abierta se le hizo frente desde ahí (…)” -agente Julio Libardo Espitia Díaz [fls. 119, 121, ib.]-.

“(…) Se tenía ordenado patrullajes todas las tardes y noches alrededor del pueblo, y según el plan de Defensa los Agentes tenían asignado un lugar de facción en caso de algún atentado (…) Se presumía por las constantes amenazas que se recibían porque en el pueblo se escuchaba la versión que antes del 31 de diciembre se tomarían esa población, y por Poligramas emanados por los comandantes, en los cuales manifestaban alerta al personal (…)” -agente Luis Orlando Sánchez Cucunuba [fl. 124, ib.]-.

“(…) daño materiales si los ubo (sic.) por que la guerrilla colocaba dinamita y tiraba a lo que se encontraba a los alrededores del Cuartel y todo lo que se encontraban (…)”: -agente Jaime Andrés Hernández Vargas [fl. 128, ib.]-.

“(…) que tumbaron la casa del lado derecho del Cuartel donde funsuonaba (sic.) un Billar pero no se de quien es (…)” -agente Jaime Andrés Hernández Vargas [fl. 145, ib.]-.

De lo transcrito ut supra se desprende con meridana claridad que, en primer término, la Policía estaba suficientemente informada sobre el ataque, no sólo con versiones de la población sino especialmente por estudios de inteligencia como lo revelan comunicaciones internas, al punto que los uniformados prepararon una estrategia de defensa utilizando algunos puntos estratégicos, incluso viviendas habitadas por población civil.

También se advierte que el ataque guerrillero fue dirigido contra blancos institucionales
 y por eso varios inmuebles de propiedad particular sufrieron serias averías, al ser utilizados por los uniformados como puntos estratégicos de enfrentamiento.

De esta manera el occiso Wilson Yovanni y el grupo de civiles que lo acompañaban -en cuanto departían en un establecimiento público que abandonaban al tiempo que se inició el ataque- quedaron precisamente en medio del fuego cruzado en la vía, como quiera que la referida taberna -conforme al plano realizado por un testigo [fl. 51, C-5°] y en conjunto con todas las declaraciones- se encontraba en la misma cuadra de la estación policial.

Tampoco puede pasarse por alto que desde las 20 horas, la entidad demandada conocía la inminencia del ataque debido a la destrucción del puente que conectaba la localidad de Páez con Campohermoso y que dejaba incomunicada por tierra a esta última población, advirtiéndose con ello la gravedad e inminencia de la toma guerrillera, de la que existía suficiente advertencia y conocimiento.

Con todo, los policías ninguna acción concreta adelantaron para poner a salvo a la población civil, al punto que iniciado el ataque subversivo luego de casi tres horas de la destrucción del referido puente, el occiso y sus amigos departían en un establecimiento público y salieron del mismo ignorando el peligro grave e inminente que se cernía sobre ellos, se repite, sin que los uniformados -validos de su condición de autoridad- adoptaran medidas eficaces para proteger a la población civil de la toma.

Es que si bien la situación de orden público que padecía Campohermoso hacía consiente en general a toda la población de que probablemente la guerrilla se intentaría tomar el casco urbano de la municipalidad, con suficientes horas de anticipación, los policías fueron avisados de la inminencia del ataque y sin embargo dejaron que la vida de los pobladores se desarrollara en normalidad pese a las condiciones de peligro, como aglutinarse hasta altas horas de la noche alrededor de la estación de policía, riesgo que se concretó con la muerte del señor Wilson Yovanni al inicio del ataque guerrillero.

Es que efectivamente la muerte del pariente de los demandantes se produjo en un fuego cruzado cuando el grupo guerrillero atacaba a la Policía, entidad demandada que resulta siendo responsable al exponer a la población civil al riesgo del conflicto armado del cual debía proteger, sobre todo cuando los miembros de la fuerza, posicionados de la seguridad, no adoptaron medidas razonables para poner a la población a salvo de los ataques contra los blancos institucionales
.

Así, aunque en el plenario no se sepa cuál fue el grupo que directamente causó la muerte al civil, lo cierto es que la Policía Nacional debe responder patrimonialmente por los daños causados a los demandantes por la muerte de su compañero, padre, hijo y hermano en el marco de un ataque subversivo, particularmente, porque los agentes estatales omitieron adoptar medidas razonablemente eficaces para proteger a la víctima, en cuanto la población civil no fue advertida de la inminencia de la toma y de las medidas que debían adoptar para protegerse.

En esta medida se revocará la decisión absolutoria de primera instancia para, en su lugar, declarar la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, procediendo a condenar al pago de las indemnizaciones que proceden a liquidarse.

5. LIQUIDACIÓN DE PERJUICIOS

5.1 Perjuicios Morales
Con base en las pruebas practicadas en esta actuación y conforme a las reglas  de la experiencia, se tiene acreditado que los demandantes en sus calidades de compañera, hijos, madre y hermanas del señor Wilson Yovanni Dueñas Solano, padecieron una afección de orden moral por su muerte y deberán ser indemnizadas.
Ahora bien, en la demanda se solicitó la indemnización de perjuicios morales a razón de 500 gramos de oro para cada hermana y 1000 para cada uno de los demás [compañera sentimental, hijos y madre]; empero,  de acuerdo con el criterio que ha sido adoptado por la Sala desde el 6 de septiembre de 2001 –expediente No. 13.232-, cuando se demuestra el padecimiento de un perjuicio moral en su mayor grado, se reconoce una indemnización equivalente a 100 salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

Por lo anterior es procedente que la Sala fije en s.m.m.l.v. la indemnización de perjuicios de orden moral a favor de los demandantes, con aplicación de la facultad discrecional que le asiste frente a estos casos
, la cual está regida por los siguientes parámetros:
(i) La indemnización del perjuicio se hace a título de compensación, pues “… la suma establecida no se ajustará nunca al monto exacto del perjuicio, pero buscará, de alguna manera, restablecer el equilibrio roto con su ocurrencia…”
, mas no de restitución ni de reparación; (ii) la tasación del perjuicio, por razón de su naturaleza inmaterial, se establece con fundamento en el criterio de la equidad y (iii) la determinación del monto debe estar sustentada en los medios probatorios que obran en el proceso y que están relacionados con las características del perjuicio y, cuando sea necesario, en decisiones adoptadas en casos semejantes para efectos de garantizar el principio de igualdad
.
En ese orden, la Sala observa lo que se ha decidido en casos similares al de autos
, y determina la indemnización de perjuicios de carácter moral para la compañera sentimental Maryi Esperanza Bohórquez Bacca, los hijos Carol Biviana y Robinson Giovanni Dueñas Bohórquez y la madre Blanca María Solano de Dueñas, en una suma equivalente a 100 s.m.m.l.v., para cada uno; por otro lado, a las hermanas Rosa Berith, Magda Milena, Mery Yaned, Edel Victoria y Sorayda Eliana Dueñas Solano, se les reconocerán 50 s.m.m.l.v., también para cada una.

5.2 Lucro cesante
Probado como está testimonialmente que Wilson Yovanni Dueñas Solano devengaba entre $100.000 y $150.000 mensuales para el año 1990 cuando falleció el 30 de diciembre y siendo que los mismos medios de conocimiento dieron fe de que el occiso era el responsable económico de su compañera Maryi Esperanza Bohórquez Bacca y de los hijos comunes Carol Biviana y Robinson Giovanni Dueñas Bohórquez, se les reconocerá a manera de lucro cesante, lo que era presumible que hubieran recibido del fallecido, esto es, toda la vida probable para su compañera sentimental y hasta los 25 años de edad a los hijos de ambos, criterios jurisprudencialmente aceptados a los que la demanda se refiere explícitamente.

Para calcular el ingreso base de liquidación, se acudirá a la regla jurisprudencial de acoger el actual salario mínimo mensual legal vigente
 [$535.600] que aumentado en un 25% de presumibles prestaciones sociales [$133.900] y reducido en una cuarta parte [$167.375] que se estima el occiso reservaba para sus gastos personales, arroja $502.125..
Entonces, para el cálculo del lucro cesante de la compañera sentimental Maryi Esperanza Bohórquez Bacca se utilizará la mitad del ingreso base de liquidación, esto es: $251.062,50 y para cada hijo una cuarta parte, o sea: $125.531,25.
Como Maryi Esperanza Bohórquez Bacca [según el registro civil respectivo: fl. 6, C-1°] nació el 26 de diciembre de 1966, para el 30 de diciembre de 1990 contaba con 24 años de edad, lo que significa una expectativa de vida de 53,33 años adicionales según la Resolución 0497 de 1997, expedida por la Superintendencia Financiera -con base en las experiencias 1980 a 1989-. Por su parte, Wilson Yovanni Dueñas Solano nacido el 5 de enero de 1967 [según el registro civil respectivo: fl. 5, ib.], contaba con 23 años al día de su muerte, lo que indica -según la misma tabla- una expectativa de vida de 52,97 años.

Por ser éste último el menor rango, será el utilizado pues con la primera muerte [del alimentante o alimentario] cesa el lucro. Entonces, de los 52,97 años ó 635,64 meses, ya se han consolidado 225 meses desde enero de 1993 hasta septiembre de 2011, quedando 410,64 meses de futuro. Conforme los anteriores datos tenemos:

Lucro cesante consolidado de Maryi Esperanza Bohórquez Bacca
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Lucro cesante futuro de Maryi Esperanza Bohórquez Bacca.
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Total de liquidación de lucro cesante a favor de Maryi Esperanza Bohórquez Bacca: $146´773.066,65.
Ahora bien, como Carol Biviana Dueñas Bohórquez nació el 11 de febrero de 1987 [según el registro civil respectivo: fl. 7, ib.], se deduce que cumplirá 25 años de edad el próximo 11 de febrero de 2012, por lo que deben liquidársele los 225 meses consolidados desde enero de 1993 hasta septiembre de 2011, más 5 meses de futuro que faltan de octubre de 2011 hasta febrero de 2012.

Lucro cesante consolidado de Carol Biviana Dueñas Bohórquez
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Lucro cesante futuro de Carol Biviana Dueñas Bohórquez
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Total de liquidación de lucro cesante a favor de Carol Biviana Dueñas Bohórquez: $51´725.490,38.
Por último, como Robinson Giovanni Dueñas Bohórquez nació el 6 de septiembre de 1989 [según el registro civil respectivo: fl. 8, ib.], se deduce que cumplirá 25 años de edad el próximo 6 de septiembre de 2014, por lo que deben liquidársele los 225 meses consolidados desde enero de 1993 hasta septiembre de 2011, más 36 meses de futuro que faltan de octubre de 2011 hasta septiembre de 2014.
Lucro cesante consolidado de Robinson Giovanni Dueñas Bohórquez
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Lucro cesante futuro de Robinson Giovanni Dueñas Bohórquez
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Total de liquidación de lucro cesante a favor de Robinson Giovanni Dueñas Bohórquez: $55´243.060,04.
V. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA:

PRIMERO. REVOCAR la sentencia del 30 de noviembre de 2000, proferida por la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Descongestión con sede en Bogotá y en su lugar se dispone: DECLARAR que la Nación-Ministerio Defensa Policía Nacional, ES PATRIMONIALMENTE RESPONSABLE por la muerte del señor Wilson Yovanni Dueñas Solano, ocurrida el 30 de diciembre de 1990 en la toma guerrillera a Campohermoso [Boyacá].

SEGUNDO. Como consecuencia de lo anterior, CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, a pagarle a los demandantes las siguientes indemnizaciones:

2.1 
Para Maryi Esperanza Bohórquez Bacca, la suma de 100 salarios mínimos mensuales legales vigentes por concepto de daño moral, más $146´773.067 por concepto de lucro cesante.
2.2 
Para Carol Biviana Dueñas Bohórquez, la suma de 100 salarios mínimos mensuales legales vigentes por concepto de daño moral, más $51´725.490 por concepto de lucro cesante.

2.3 
Para Robinson Giovanni Dueñas Bohórquez, la suma de 100 salarios mínimos mensuales legales vigentes por concepto de daño moral, más $55´243.060 por concepto de lucro cesante.

2.4 
Para Blanca María Solano de Dueñas, la suma de 100 salarios mínimos mensuales legales vigentes por concepto de daño moral.

2.5
Para Rosa Berith, Magda Milena, Mery Yaned, Edel Victoria y Sorayda Eliana Dueñas Solano, la suma de 50 salarios mínimos mensuales legales vigentes por concepto de daño moral, a cada una.
TERCERO. NO CONDENAR en costas pues no quedó acreditado que la entidad demandada obrara procesalmente con temeridad.

CUARTO. De conformidad con lo dispuesto en los arts. 115 del C.P.C. y 37 del Decreto 359 de 1995, para el cumplimiento de esta sentencia EXPÍDANSE COPIAS con destino a las partes, para que sean entregadas al apoderado judicial que venga actuando en cada caso.
SEXTO. En firme esta providencia, DEVUÉLVASE la actuación al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

Los Magistrados,
STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Presidenta de Subsección
RUTH STELLA CORREA PALACIO                  DANILO ROJAS BETANCOURTH
� La demanda fue adicionada para incluir una petición de traslado de pruebas (fls. 45 a 47, C-1°).


� La cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de reparación directa el 16 de diciembre de 1992 -cuando se presentó la demanda- tuviera vocación de segunda instancia ante esta Corporación era de $6´860.000 y la mayor de las pretensiones de la demanda con la cual se inició este proceso asciende a $8´002.550, correspondientes a los 1.000 gramos oro solicitados como indemnización por perjuicios morales. El día antes señalado el gramo oro valía $8.002,55.


� “El [se refiere a Wilson Yovanni Dieñas Solano] murió en hechos que sucedieron en Campohermoso el 30 de diciembre de 1990 en un encuentro de grupos subversivos con la Policía, yo estaba en Campohermoso cuando sucedió la toma guerrillera y a raíz de esos hechos murió GIOVANNI DUEÑAS y otros tres señores. Eso fue de noche y el cadáver de él amaneció cercea de un establecimiento comercial discoteca muy cerca del Palacio Municipal” -señora Gladys Carola Ramírez de Reyes (fl. 94, C-2°)-.


� “Yo estaba durmiendo en la casa de la Taberna de los Casiques (sic.), cuando más o menos por ahí a las once de la noche se oyó al primer rafagazo, yo no me levanté me estuve en la cama, oí que alguien gritaba que se entró la guerrilla, escondánse (sic.), al rato se subió un policía al techo de la casa donde dormía al cielorazo, o sea que estaba dentro del zinc y el cielorazo, desde ahí disparó toda la noche, como a las seis de la mañana al otro día bajó de allá, entonces yo bajé con él y en el portón estaba GIOVANNI (sic.) DUEÑAS estaba muerto” -señor Carlos Alberto Martínez Villamor (fl. 52, C-5°)-.


� “CAMPOHERMOSO: 301290 desde las 22:30 horas hasta las 06:00 horas del día siguiente, incursionó el XXXVIII Frente de las autodenominadas FARC, los cuales destruyeron las instalaciones del cuartel (…) los bandoleros dinamitaron el puente sobre la quebrada Tobasía para evitar la llegada de refuerzos. Ingresaron a la Taberna los Tabiques y procedieron a dar muerte a los civiles DANIEL SAENZ VEGA, URIEL NOVOA, EEOVANNY (sic.) DUEÑAS SOLANO Y GUSTAVO ROMERO. En la incursión resultaron heridos MIGUEL SALAZAR y cuatro personas más. Los artefactos explosivos lanzados contra las instalaciones Policiales, destruyeron el Cuartel, la Alcaldía, el Juzgado y la Cárcel, al igual que cinco viviendas particulares aledañas al sitio y la Casa Cural quedó parcialmente destruida” -respuesta del Jefe Grupo de Inteligencia de la Sección Policía Judicial e Inteligencia del Departamento de Policía de Boyacá, dirigida al Jefe de la Unidad Investigativa de Policía Judicial (fl. 235, C-4°)-.


� Actuaciones trasladas por solicitud de ambas partes, adelantadas por los homicidios y por los daños causados en la toma guerrillera ocurrida el 30 de agosto de 1990 en el municipio de Campohermoso y acción de reparación directa propuesta por María Ana Luisa Franco Sierra y otros contra la Policía Nacional, por los mismos hechos.


� “Yo estuve en la Taberna los Casiques (sic.) como a las ocho (8) de la noche y estuve tomando en compañía de GIOVANNI DUEÑAS (sic.), con GUSTAVO TOLOZA y vi que estaba ahí el señor URIEL ANTONIO NOVOA, y a HILDANIEL MELO VEGA no lo distinguí y no lo vi ahí en el grupo, MIGUEL SALAZAR también estaba ahí, estábamos hablando y como ellos sabían que yo era músico o que tocaba la guitarra me dijeron como a las diez y media (10½) de la noche que trajera la guitarra y que tocara un rato y entonces me fui para la casa a traerla y estando en mi casa fue que se inició la balacera (...). Al escuchar esa balacera yo me escondí en compañía de REY SOLANO y nos escondimos en la casa de ROSARIO MORALES porque era que yo venía con la guitarra y ahí nos quedamos hasta que amaneció y después salimos y escuchamos que gritaba la gente y al salir nos dijeron que habían matado a GIOVANNI (sic.) DUEÑAS y me vine para ahí (...). Lo único que se sabe fue que ellos murieron en el momento de la balacera la que se presentó esa noche entre la Policía y la Guerrilla. También y de pasada miré el cadáver de GIOVANNI (sic.) y los otros no los vi, el cadáver de GIOVANNI (sic.) estaba en el portón de la casa de propiedad del señor CARLOS MARTÍNEZ o sea donde queda la taberna Los Casiques (sic.). El taller donde se encontraba el cuerpo de URIEL ANTONIO NOVOA ROMERO también se encontraba en esa casa” -señor Luis Orlando Barrera Tolosa (fls. 64 y 65, C-5°)-.


� Medios de conocimiento trasladas por solicitud de las partes recaudados por el departamento de Policía Boyacá.


� “(…) Los artefactos explosivos lanzados contra las instalaciones policiales, destruyeron el Cuartel, la Alcaldía, el Juzgado y la Cárcel, al igual que cinco viviendas particulares aledañas al sitio y la Casa Cural quedó parcialmente destruída (sic.)” -oficio 269-INTIN del 21 de agostos de 1993, librado por la Sección Policía Judicial e Inteligencia del Departamento de Policía de Boyacá [fl. 23, ib.]-.


� Al respecto se puede consultar las sentencias 20227 y 19195 del 19 y 31 de agosto de 2011, respectivamente, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. En estas decisiones se ha dicho lo siguiente sobre las responsabilidades de la fuerza pública en un ataque subversivo en el marco del conflicto interno colombiano: “i) es cierto que en la producción del daño hubo tanto participación de un tercero, un grupo armado insurgente respecto del cual no puede negarse su existencia y su realidad dentro del conflicto armado interno que vive nuestro país, como al mismo contribuyó la omisión e incumplimiento de las entidades demandadas al no adoptar las medidas de seguridad, que como se señala en el Informe realizado por la propia autoridad policial indicaba la amenaza inminente de un ataque por alguno de los grupos armados insurgentes que operaban en la zona; ii) en este tipo de eventos se produce la concurrencia de acciones y omisiones distintas a la propia de la víctima, que deriva en la generación de una obligación solidaria [solidaridad que se expresa en cuanto al grupo armado insurgente en su responsabilidad internacional por la violación de derechos humanos y de las normas del derecho internacional humanitario, artículo 3 común a los Convenios de Ginebra, al afectar con sus acciones indiscriminadas a la población civil, y al uso de material bélico no convencional y lesivo de los derechos no sólo de la víctima, sino también de los propios uniformados que son objeto de este tipo de ataques], que permite a  la víctima del daño exigir la indemnización a cualquiera de los sujetos que contribuyeron a la producción del mismo [en aplicación de los expresos mandatos de los artículos 2344 y 1568 del Código Civil); iii) luego, el hecho del tercero [grupo armado insurgente] no es única, exclusiva y determinante, sino que contribuye a la producción del daño, por lo que persiste la obligación solidaria de indemnizar el daño [en aplicación del artículo 1571 del CC]; iv) desde el ámbito fáctico, no se produce una ruptura, porque el incumplimiento de las medidas de seguridad, y la omisión de permitir la presencia de la víctima como personal civil durante el ataque del grupo armado insurgente no deja de enervar la responsabilidad de las entidades demandadas, y de permitir su atribución jurídica”.


� Dicha facultad discrecional debe ser ejercida de acuerdo con los lineamientos de la jurisprudencia de la Sala, los cuales “… descartan toda fórmula mecánica o matemática y antes ilustran que esa decisión debe considerar las circunstancias que rodearon los hechos y enmarcarse por los principios de razonabilidad…” (sentencia del 16 de junio de 1994, C.P. Juan de Dios Montes Hernández, radicación No. 7.445, actor: María Luisa Perdomo Lozada). Igualmente puede verse, entre otras, la sentencia del 11 de febrero de 2009, C.P. Myriam Guerrero de Escobar, radicación No. 54001-23-31-000-1993-08025-01 (N.I. 14726), actor: Domingo Antonio Bermúdez, decisión que constituye uno de los muchos ejemplos de aplicación de la facultad discrecional en la tasación de perjuicios inmateriales.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, radicación n.° 13232.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 8 de marzo de 2007, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, radicación n.° 16205.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 5 de diciembre de 2005, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, radicación n.° 13339.: “el tope estimado razonable para indemnizar el daño moral ocasionado por la muerte de un hijo y un hermano se ha considerado en 100 y 50 salarios mínimos”.


� Pues los testimonios ofrecidos para el efecto no fueron coherentes, identificando montos distintos.





